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European Commission


Non-State Actors and Local Authorities in Development

Actions in partner countries (Multi-country)

Grant Application Form (Parts A and B)

Budget lines 21 03 01 and 21 03 02

Reference: EuropeAid/126340/C/ACT/Multi
Deadline for submission of Concept Notes: 11 February 2008 

	Dossier No
	

	(for official use only)


	Name of applicant:
	Instituto de Estudios Comparados en Ciencias Penales y Sociales – INECIP
AR-2007-BYY-2712659022

	Nationality of applicant and type of actor
:
	Argentina. NSA

	Title of the action:
	“Abriendo puertas, justicia y equidad social”

	Locations of the action - Specify the countries in which the Action will take place
	 Argentina, Ecuador y Paraguay

	Geographic area
:
	América Latina

	Partner 1 - please indicate name, nationality and type of actor (NSA or LA) and add as many rows as partners
	FUNDACIÓN ESQUEL



	Partner 2 - please indicate name, nationality and type of actor (NSA or LA) and add as many rows as partners
	CEJ

	Microfinance - please indicate whether the action foresees the provision of micro credits or components related to microfinance.
	

	Total eligible cost of the action (A)      in EUR
	

	Amount requested from the European Commission (B) in EUR
	

	% of total eligible cost of action (B/Ax100)
	

	Total duration of the action in months:
	 36 meses


	Contact details for the purpose of this action:



	Postal address:


	 Talcahuano 256, 1er. piso. Buenos Aires. Argentina. (Código Postal C1013AAF)

	Telephone number: Country code + city code + number
	54 – 11 – 4372 0570; 

54 – 11 – 4372 4970

	Fax number: Country code + city code + number
	54 – 11 – 4372 0570; 

54 – 11 – 4372 4970

	Contact person for this action :
	Sidonie Porterie 

	Contact person’s email address :
	sidoporterie@gmail.com


Any change in the addresses, phone numbers, fax numbers and in particular e-mail, must be notified in writing to the European Commission. The European Commission will not be held responsible in case it cannot contact an applicant.
Localización o localizaciones
Paraguay, Departamentos de Caaguazú, Caazapa y Guairà, y Municipios. 
Argentina, Provincias de Santa Fé y  Corrientes
Ecuador
Duración de la acción:

cuarenta (40) meses (VER ACUERDO)
Socios
· Fundación Ecuador

· INECIP, Argentina

Centro de Estudios Judiciales, Paraguay (CEJ)  ID PY-2008-EXI-0602746648
1. Relevancia de la acción            
A lo largo y ancho de América Latina la pobreza marca una situación de exclusión material y social que separa a vastos sectores de la población de las instituciones y regulaciones del estado evidenciando el estrecho vínculo existente entre pobreza y acceso a la justicia. La ausencia de recursos y la desprotección de los derechos son dos carencias que se potencian, ya que si bien es cierto que la pobreza representa una barrera para el acceso a la justicia no lo es menos que la falta de acceso a la justicia perpetúa la pobreza, impidiendo el desarrollo humano y obstaculizando la gobernabilidad democrática. 


Desde una visión integral, entonces, el acceso a la justicia es un instrumento para la transformación de las relaciones de poder que perpetúan la exclusión y la pobreza, es decir, un elemento fundamental  para promover el desarrollo y fortalecer las capacidades de nuestras jóvenes democracias.

En la región, el acceso a la justicia es una deuda común, caracterizada por los siguientes problemas:  

· La emergencia de políticas públicas de acceso a la justicia provenientes de una construcción institucional que desatiende las necesidades jurídicas de la población. 

· La insuficiencia de servicios de justicia de calidad y cobertura universal. 

· La falta de diagnósticos sobre los niveles de incidencia de una problemática jurídica, sus características específicas y sus condicionantes socioeconómicos. 

· La absoluta ausencia de cobertura pública en el campo del asesoramiento y defensa letrada en materia de derechos, en particular de los grupos más desfavorecidos de la población. 


En respuesta a esta situación, el proyecto propone la implementación de un sistema de justicia multipuertas y centros de atención a las víctimas que, sustentado en redes sociales e institucionales, consiga: 1) mejorar la oferta y calidad de los servicios de justicia, 2) ampliar las vías de resolución alternativa de los conflictos, 3) calificar la demanda con ciudadanos mejor informados de sus derechos, y 4) atender las problemáticas de las víctimas durante los procesos judiciales, tendiendo a conformar un sistema que incremente el acceso real a la justicia, permita desjudicializar el tratamiento de determinados conflictos y reduzca la vulnerabilidad social. 



La descongestión del sistema judicial y la liberación de recursos, consecuencia de la desjudicialización, permiten ampliar el alcance de la cobertura estatal (sobretodo en materias tales como la defensa pública) y mejorar la calidad de los servicios prestados. Solo por esta vía, ofreciendo cobertura a las necesidades jurídicas y sociales de las personas más vulnerables de la sociedad, el sistema de justicia se puede convertir en un mecanismo eficaz de realización de derechos que coadyuve a reducir la pobreza y la inequidad social. 

De acuerdo con esto, los principales beneficiarios del proyecto son la sociedad civil en general y, particularmente, los grupos vulnerables que por sus condiciones sociales y/o económicas no tienen acceso adecuado a los servicios de orientación jurídica y gestión efectiva para la prevención y resolución de sus conflictos. 

La posibilidad de implementación simultánea en tres países de la región permite que la propuesta se enriquezca a partir del intercambio de experiencias y aprendizajes e incentiva a los actores estatales y sociales de las jurisdicciones seleccionadas a consolidar alianzas locales y regionales que den mayor y mejor sustento a sus acciones. La variabilidad de contextos permitirá también desarrollar una reflexión crítica que sirva de guía para el emprendimiento de programas semejantes en otras zonas de los países involucrados u otros países de la región. Las experiencias existentes hasta el día de hoy en materia de acceso a la justicia, la mayoría de las veces, se desarrollan de manera independiente a otras iniciativas del mismo tipo e inclusive pocas veces ponen en articulación distintos resortes del estado con organizaciones y recursos de la sociedad civil.

2. Descripción de la acción y su efectividad
Objetivos Generales 
· Dotar al sistema de justicia de un servicio efectivo de apoyo, asistencia y orientación jurídica, para ampliar las alternativas que la administración de justicia ofrece a sus potenciales usuarios. 
· Desarrollar centros de atención a personas víctimas de delito que, en articulación con el sistema de justicia multipuertas, atiendan las necesidades de salud mental y social así como las materiales de las personas, a fin de reponer o restaurar el daño producido, disminuir su vulnerabilidad y brindar seguimiento de su situación. 
· Difundir e instalar a nivel comunitario, por intermedio de redes sociales locales, la modalidad “multipuertas” como mecanismo válido de acceso a la justicia y los centros de atención a las víctimas, a modo de permitir mayor eficacia y eficiencia en la administración de los recursos del sistema y responder con mayor acierto a las necesidades que le son requeridas, particularmente de grupos en condiciones desfavorables.

Componentes, objetivos específicos, resultados y actividades del proyecto
1. COMPONENTE LEGAL
Objetivo específico: 
Proponer y promover reformas normativas para institucionalizar el programa de justicia multipuertas.
Resultados esperados

· Firma de convenios de cooperación con instituciones colaboradoras del proyecto.

· 1 propuesta de reforma legal que permita la incorporación del sistema multipuertas a la normativa correspondiente en cada país a fin de extender y estandarizar su uso.
 Actividades:
· Facilitar la firma de convenios de cooperación para la construcción de Redes Mixtas.
· Elaborar Informes Técnicos de Análisis Jurídico para la implementación del Programa en los tres países.

· Elaborar y presentar Propuestas de Reforma Legal que integren o amplíen los mecanismos de participación ciudadana y resolución alternativa de conflictos (RAC) en la normativa de cada país.
2. COMPONENTE DE GESTIÒN
Objetivo específico:
Mejorar y fortalecer el acceso a la justicia a nivel local a partir del desarrollo de un programa de justicia “multipuertas”  y centros de atención a las víctimas.
Resultados esperados

· 1 Diagnóstico sobre capacidades instaladas y recursos de los potenciales actores integrantes de las redes en cada una de las jurisdicciones seleccionadas de los tres países.

· 1 modelo de “gestión multipuertas” por país, articulado entre instituciones beneficiarias, colaboradoras y el proyecto.
· 1 modelo de centro de atención a la víctima por país, articulado entre instituciones beneficiarias, colaboradoras y el proyecto.
· Mesas de Diálogo permanente entre la Gobernación, municipio y actores sociales activos para desarrollar, por consenso, la planificación y ejecución del programa. 

· 1 servicio de gestión multipuertas y centro de atención a la víctima instalado en cada una de las jurisdicciones seleccionadas
· 1 Manual basado en la sistematización de acciones multipuertas para la organización y control de los servicios prestados por país.
· 1 Protocolo de actuación para la atención, derivación y seguimiento de las personas víctimas de delito por país. 

Actividades:

· Elaborar diagnósticos sobre capacidades instaladas y recursos de los potenciales integrantes de las redes.

· Creación de un sistema de acceso a la información y orientación para la gestión del sistema multipuertas y los CAV´s.

· Diseñar Modelos de Gestión para la organización y puesta en funcionamiento de los servicios mencionados en las jurisdicciones seleccionadas.

· Generar Mesas de Diálogo en cada una de las jurisdicciones seleccionadas.

· Implementar servicios de justicia multipuertas y CAV´s en cada jurisdicción.
· Controlar la implementación de los programas, sus desempeños y resultados.
3. COMPONENTE DE REDES

Objetivo específico:

Establecer Redes Mixtas de trabajo multidisciplinario entre instituciones estatales y organizaciones de la sociedad civil, destinadas a facilitar los canales de acceso  y dar sustento a los servicios “multipuertas” y de atención a la víctima.
Resultados esperados

· Consolidar una (1) base de datos de instituciones estatales y actores sociales activos que puedan conformar las Redes Mixtas en cada una de las jurisdicciones seleccionadas.

· 1 Red Mixta entre instituciones estatales y organizaciones de la sociedad civil (OSC’s) local en los municipios involucrados.

· 1 Plan de Acción para la Difusión de las Redes Mixtas con sus respectivos servicios de justicia multipuerta y atención a las víctimas de cada jurisdicción.

· 1 mecanismo que propicie la sostenibilidad de la red mixta teniendo como eje estratégico la participación ciudadana.

Actividades:

· Identificar las instituciones estatales y los actores sociales que conformarán las Redes Mixtas.
· Facilitar proceso de conformación de las redes en cada jurisdicción.
· Elaborar e implementar mecanismos que generen condiciones de sostenibilidad de las redes.

· Sistematizar experiencia de desarrollo y sostenibilidad de las redes.
· Diseñar y ejecutar un Plan de Acción para la difusión de las Redes Mixtas y sus servicios.
4. COMPONENTE DE FORMACIÓN
Objetivo específico:

Dotar al programa “multipuertas” y los centros de atención a la víctima y sus redes de trabajo de recursos humanos sensibles, comprometidos y calificados para ejercer los roles que correspondan al interior de las instituciones involucradas y en la interacción del trabajo entre las mismas.

Resultados esperados

· 1 “Programa de Formación Integral” para los actores participantes de las Redes Mixtas a través de talleres sobre: (1) promoción jurídica
; (2) negociación y facilitación para Mesas de Diálogo; (3) mediación comunitaria; y (4) atención a la víctima en cada jurisdicción.

· 1 Plan de implementación por jurisdicción.

· Talleres de 20 hrs promedio cada uno, por eje temático, a desarrollar en cada jurisdicción y replicar según el número de destinatarios. 

· Talleres de Seguimiento y Revisión de Práctica y Evaluación de resultados 

Actividades:

· Identificar y seleccionar los potenciales participantes de los talleres según las temáticas.
· Elaborar el Programa de Formación Integral en cada jurisdicción y consensuar un cronograma de implementación.
· Ejecutar el Programa de Formación Integral
Posibles Actores involucrados en la acción

ACTOR: gobiernos municipales (autoridades, agencias dedicadas a la mujer, los DDHH, niños/as y jóvenes, desarrollo social, discapacidad, relaciones con la comunidad, oficinas de prensa)
Papel Previsto: Constituir y participar de las redes institucionales que sustentan el programa multipuertas y los centros de atención a las víctimas con el objetivo de incorporar las capacidades de los gobiernos locales.

Actitudes Potenciales hacia el Proyecto: Las ciudades seleccionadas cuentan con gobiernos predispuestos a iniciar estas actividades; en la mayoría de los casos, con avances en programas de extensionismo jurídico (basados en voluntariados) y promoción de derechos, y fuertes vinculaciones con las ONG´s socias de este proyecto
. 
ACTOR: gobiernos provinciales (caso argentino, debido a que se trata de un país federal)

Papel Previsto: Facilitar, por intermedio del ministerio de justicia y/o ministerio de gobierno, la articulación del sistema de justicia provincial con  el programa multipuertas y los centros de atención a las víctimas.
Actitudes Potenciales hacia el Proyecto: En corrientes, el gobierno provincial cuenta con un proyecto EuroSocial de acceso a la justicia y con eje en “jóvenes en conflicto con la ley” además de un acuerdo con organizaciones locales y el INECIP para trabajar en la capital un programa de extensionismo o promoción de derechos por lo que se cuenta con total predisposición para avanzar en un programa como el propuesto que podrá integrarse a otras medidas que ya se encuentran en curso.
En Santa Fé, la gobernación impulsa un pretencioso plan de reforma de la justicia penal que se potencia positivamente con el programa propuesto. En esta provincia INECIP cuenta con un acuerdo para apoyar este proceso y el aval de la gobernación para emprender el programa “abriendo puertas, justicia y equidad social”.
ACTOR: Poderes Judiciales (tribunales de justicia, oficinas de mediación, oficinas de prensa, oficinas de atención al ciudadano). En el caso argentino se incluye a los poderes judiciales provinciales y sus instancias correspondientes.
Papel Previsto: participar de las redes institucionales a través, principalmente, de sus instancias locales u oficinas de atención al ciudadano. También se espera que la implementación del programa permita la paulatina incorporación de medidas de mediación y resolución alternativa del conflicto tanto a nivel legislativo como a nivel de las políticas públicas del órgano judicial, garantizando el acceso a la justicia como recurso imprescindible para eficientizar el sistema de justicia y promover una sociedad más democrática.

Actitudes Potenciales hacia el Proyecto: Se espera la colaboración de todas las instancias judiciales a nivel local, aunque se tiene en cuenta que existe poca práctica de trabajo conjunto con los gobiernos locales y la sociedad civil.
ACTOR: Ministerios Públicos (fiscalías locales, oficinas de atención a las victimas, áreas de comunicación, procuración o fiscalías generales)
Papel Previsto: Fortalecer la atención primaria de las víctimas, participando de las redes mixtas constituidas en cada jurisdicción, de modo de establecer una oferta de servicios que respondan a la integralidad de las necesidades de las personas afectadas por el delito. Asimismo, realizar actividades de promoción de derechos para segmentos específicos y vulnerables, y promocionar la existencia y funcionalidad de los mismos, en miras a facilitar la gestión de recursos para éstas.  
Actitudes Potenciales hacia el Proyecto: En las jurisdicciones seleccionadas, dado el proceso de cambio realizado en los modelos procesales que demandan mayor protagonismo de parte del MP, se espera exista permeabilidad de los mismos a nuevos paradigmas y metodologías innovadoras. Por otra parte, existen experiencias de trabajo conjunto entre el MP y las organizaciones postulantes.
ACTOR: Defensoría Pública (defensorías locales, oficinas especializadas en atención de jóvenes en conflicto con la ley, defensores del pueblo, defensorías generales, áreas de comunicación). 
Papel Previsto: Generar instancias de dialogo para la promoción del sistema multipuertas y el mejoramiento de la calidad de respuesta institucional. 
Actitudes Potenciales hacia el Proyecto: En atención a que la defensa pública en América Latina constituye el eslabón institucional más débil y menos integrado del sistema de justicia, se espera reciprocidad e interés estratégico en la promoción de los programas propuestos. Por otra parte, caben las mismas observaciones referidas al MP. 
ACTOR: organizaciones de la sociedad civil y actores sociales activos de los municipios (universidades, colegios profesionales, organizaciones sociales, etc.)
Papel Previsto: constituir las redes sociales de sustento del programa de justicia multipuertas y centros de atención a las víctimas con rol activo en: la promoción de derechos, la difusión de medidas de resolución alternativa de conflictos y la vinculación entre la comunidad y las distintas entidades de gobierno de modo de garantizar la orientación de las políticas de justicia y prevención de la violencia de acuerdo a las necesidades de la comunidad y sus ciudadanos. 
Actitudes Potenciales hacia el Proyecto: En las ciudades seleccionadas existe una amplia base de organizaciones sociales con capacidad para establecer una red de trabajo común que, en articulación con las diferentes instancias de gobierno, amplíe los canales  de acceso a la justicia y tienda a disminuir los niveles de conflictividad por intermedio de salidas extrajudiciales.
ACTOR: Medios de Comunicación

Papel Previsto: Emprender tareas de difusión pública de los servicios ofrecidos por el programa multipuertas y los Centros de Atención a las Víctimas.  
Actitudes Potenciales hacia el Proyecto: Son potenciales interesados en la temática, sobre todo si se ofrece información relacionada con los problemas de los servicios de justicia y la situación de las víctimas.  

3. Sostenibilidad de la acción

Es una acción central del Proyecto generar las condiciones para la sostenibilidad del mismo por medio del fortalecimiento del sistema de redes interinstitucionales y sociales, promoviendo la participación ciudadana e involucrando a líderes como Promotores en la construcción de ciudadanía. 
En suma, el soporte de las redes sociales e institucionales permitirá potenciar los recursos existentes y propiciar un cambio en las prácticas comunitarias e institucionales de forma tal de dinamizar y consolidar las reformas a nivel de las diferentes instancias del estado. 
Se prevé que uno de los principales riesgos que el proyecto deberá afrontar será la resistencia propia de las agencias del sistema de justicia; pero se estima también que esa resistencia se puede compensar con la expectativa de mejorar el trabajo institucional, la posibilidad de reasignar recursos disponibles para su mejor aprovechamiento y la inigualable oportunidad de ampliar la base de legitimidad del sistema de gobierno democrático en la reducción de la conflictividad social.
� Please indicate whether the applicant is a Non-State Actor or a Local Authority by putting either NSA or LA next to the nationality. 


� Please specify in which of the following geographic areas the action will take place: ACP(including South    Africa), Asia, Latin America or Mediterranean region 


� Promoción jurídica en las áreas de derecho constitucional, civil, laboral, penal, administrativo y comercial.


� En cada país se trabajará con los actores locales. Se realiza una descripción única debido a que el papel previsto y la actitud probable es similar en todos los casos seleccionados.


� El Extensionismo jurídico consiste en una practica de base comunitaria que busca la promoción de los derechos sociales, civiles y políticos, así como los mecanismos para hacerlos efectivos. La importancia en la formación de extensionistas radica en la socialización de un conocimiento que facilite el acceso a la justicia y el fortalecimiento de alianzas con instituciones municipales y organizaciones sociales comunitarias sociales, favoreciendo la solución más adecuada y pacífica de los conflictos entre ciudadanos. 
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